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RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL / ELEMENTOS / NO SE PROBÓ LA OBLIGACIÓN A CARGO DEL DEMANDADO – BANCO- / REVOCA / “De acuerdo con los extractos bancarios que se incorporaron al proceso en la etapa probatoria y concretamente los que corresponden a los meses de enero a marzo de 2008, la cuenta corriente No. 367—02674-7, a nombre de la señora Rosalba Villegas de Ramírez, no tuvo saldos suficientes para cancelar el valor de la prima mensual, que de acuerdo con los hechos de la demanda, ascendía a $47.526.

Por tanto, la entidad demandada no tuvo forma de atender la obligación a que se comprometió y que de acuerdo con los argumentos hasta aquí expuestos, era la de debitar el valor de las primas del contrato de seguro adquirido por José Fernando Ramírez de Villegas, el valor de su cuenta corriente, siempre y cuando tuviera fondos disponibles.

Alegan los demandantes que el compromiso se extendía hasta cargar a la tarjeta de crédito de la misma señora el valor de la prima del contrato de seguro. Sin embargo, ninguna prueba obra en el proceso que acredite la existencia de tal obligación y sobre aquellos pesaba la carga de la prueba…”
----------------------------------------------------------------------

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, septiembre siete (7) de dos mil dieciséis (2016)

Acta No. 431 de 7 de septiembre de 2016       

Expediente No. 66001-31-03-002-2010-00192-01
Procede la Sala a decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 14 de julio de 2014, en el proceso ordinario promovido por los señores Ramón Ramírez Gómez, Rosalba Villegas de Ramírez y Adriana María Ramírez  Villegas contra el Banco Santander Colombia S.A., hoy Banco Corpbanca S.A.
A N T E C E D E N T E S

1.- Con la acción instaurada pretenden los demandantes:

1.1 Se declare al Banco Santander Colombia S.A., su calidad de intermediario financiero y tomador del seguro de vida-grupo contributivo No. 00180025, civilmente responsable del incumplimiento de sus obligaciones contractuales.
1.2 En consecuencia, se le condene al pago de: a) los perjuicios que les causaron, representados en la suma de $58.158.113, cobertura amparada para el 25 de mayo de 2005, fecha del siniestro, la que deberá ser indexada y reconocidos los intereses  moratorios; b) los perjuicios morales, equivalentes a 30 salarios mínimos legales mensuales vigentes a favor de cada uno de los demandantes y c) las costas del proceso.

2.- Como hechos constitutivos de la causa petendi, se invocaron los que a continuación se sintetizan: 

2.1 La señora Rosalba Villegas de Ramírez, al mes de junio de 2005, se encontraba vinculada como cliente al Banco Santander Colombia S.A. de la agencia principal de esta ciudad y en esa condición recibió formal oferta para que tomara servicios de protección de su hogar y de su vida, así como la de sus cercanos parientes, con la compañía AIG Colombia Seguros de Vida S.A., a la que accedió.
2.2 Así adquirió el seguro de vida-grupo de su hijo José Fernando Ramírez Villegas; posteriormente el seguro de vida grupo propio o personal  para ella y finalmente lo tomó o hizo extensivo a su hija Adriana Ramírez Villegas, tal como lo informan los formularios de las pólizas denominadas “SOLICITUD DE SEGURO/CERTIFICADO INDIVIDUAL PÓLIZA DE SEGURO DE VIDA GRUPO CONTRIBUTIVO”, en los que supuestamente el asegurado expresaba su deseo de ser incluido en el plan Súper Seguro de Vida Santander, con la Aseguradora AIG Colombia Seguros de Vida S.A.
2.3 En la póliza de seguro vida-grupo distinguida con el No. 2003136, de la que da fe el inicial certificado individual 00180025 del 25 de junio de 2005, vigente por un año, aparece como tomador el Banco Santander Colombia S.A., Agencia Principal de Pereira y como asegurado el señor José Fernando Ramírez Villegas, quien instituyó como sus gratuitos beneficiarios a Ramón Ramírez Gómez, Rosalba Villegas de Ramírez y Adriana Ramírez Villegas, padre, madre y hermana suyos respectivamente; entre otros amparos se incluyó el de la muerte por cualquier causa, por  $50.000.000; el valor de la prima mensual era de $40.860; ambas cifras se incrementaban en forma anual, de acuerdo con el incremento del IPC que certificara el DANE. Para el 25 de junio de 2008, fecha en que falleció el asegurado, el amparo por muerte ascendía a $58.158.1134 y el valor de la prima mensual a $47.526.
2.4 Con el fin de atender el pago regular y oportuno de la prima mensual, la señora Rosalba Villegas de Ramírez “fue inducida para que AUTORIZARA y así quedó estipulado expresamente en el texto del formulario-solicitud de seguro y-o certificado antes mencionado”, al Banco demandado, como tomador del seguro, para que debitara de su cuenta corriente o de su tarjeta de crédito, durante el tiempo que estuviera vigente la relación contractual aseguraticia (sic) y siempre que existiera en las mismas cuentas fondos disponibles, la mencionada prima mensual.

2.5 Con algunos altibajos, el Banco Santander canceló el valor de la prima hasta el 6 de diciembre de 2007, fecha a partir de la cual, de manera inconsulta, unilateral y arbitraria, dejó de hacerlo, sin informar al asegurado ni a los beneficiarios, incluida su cliente la señora Rosalba Villegas de Ramírez.

2.6 En relación con los otros dos seguros, en los que aparecían como beneficiarias la citada señora y Adriana Ramírez Villegas, el Banco continuó haciendo el pago de las primas; hasta el mes de diciembre de 2007 debitó las sumas respectivas de la cuenta corriente de que era titular la señora Rosalba Villegas de Ramírez;  posteriormente, de forma unilateral y hasta el mes de  julio de 2008, las cargó a su tarjeta de crédito Credibanco-Visa.

2.7 Al fallecimiento de José Fernando Ramírez Villegas se presentó la reclamación a la Aseguradora AIG Colombia Seguros de Vida S.A. que la objetó el 6 de junio siguiente, con el argumento de que el último pago de la prima se había realizado el 16 de diciembre de 2007 y que la póliza había sido cancelada el 26 de marzo de 2008 por falta de pago, lo que tomó por sorpresa a los demandantes, porque el Banco demandado no les informó que cesaría en el pago mensual.
2.8 Los demandantes no recibieron el valor asegurado por causas imputables al Banco demandado, que desatendió de manera inexcusable su débito obligacional de pagar la prima “de la forma regular y periódica como lo venía haciendo”, pues es “un embuste” su manifestación en el sentido de que carecía de fondos suficientes la cuenta corriente y la tarjeta de crédito de que era titular la señora Rosalba Villegas de Ramírez “y con mayor razón cuando el compromiso de financiamiento que de la prima debía otorgar la entidad bancaria ab-initio del negocio a la beneficiaria constituyó el elemento eficaz de disuasión y el factor determinante no solo en la estructura compleja aseguraticia (sic), sino también en la prestación de su consentimiento y en la decisión de trasladar el riesgo a la aseguradora”. 
2.9 Esta tuvo razón al abstenerse de pagar el valor del seguro, pues dejó de percibir el valor de la prima durante los meses de enero, febrero y marzo de 2008, la que debió cancelar quien fungía como tomador del seguro, el Banco Santander Colombia S.A., y no lo hizo con el argumento ya citado, lo que deja en evidencia su inexcusable negligencia y compromete su responsabilidad civil, surgida de la inejecución del contrato de mutuo que lo vinculaba con ocasión de los contratos de cuenta corriente y de tarjeta de crédito con su cliente Rosalba Villegas de Ramírez.
2.10 El Banco Santander obró como tomador y como intermediario; no intervino a título gratuito y por ello ha de entenderse que adquirió “precisas y-o determinadas obligaciones legales y contractuales que no tenía porque incumplir”; debía honrar la relación con su cliente como  cuentacorrientista y tarjetahabiente “dando cumplimiento a una y otra, pues es innegable el íntimo ligamen empresarial e institucional que caracteriza este esquema técnico-operativo y negocial y que el banco como profesional en la materia no le era desconocido ni tampoco le era dable desatender”.

2.11 A raíz de la “inejecución obligacional” imputable al Banco accionado, la aseguradora dejó de pagar la cobertura correspondiente a la contingencia presentada, lo que causó un perjuicio económico a los demandantes, quienes no pudieron recibir la respectiva indemnización ante la muerte de José Fernando Ramírez Villegas.
3.- Por auto del 27 de julio de 2010 la demanda se admitió.

4.-Trabada la relación jurídica procesal, el representante legal del banco demandado, por medio de apoderada, dio respuesta al libelo. Aceptó solo parcialmente los hechos de la demanda; se opuso a las pretensiones y como excepciones de fondo formuló las que denominó inexistencia de obligación alguna a cargo del Banco demandado, ante la objeción de la aseguradora de pagar el siniestro por terminación del contrato de seguro; culpa exclusiva del asegurado como eximente de responsabilidad y mala fe en el ejercicio de la acción.

5.- Surtido el traslado de las excepciones propuestas, se realizó la audiencia que regula el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil sin que se hubiese logrado la conciliación.  Luego se decretaron las pruebas solicitadas y practicadas en lo posible, se dio traslado a las partes para alegar, ocasión que ninguna aprovechó.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Se produjo el 14 de julio de 2014. En ella la señora Jueza Segunda Civil del Circuito de Pereira declaró civil y contractualmente responsable al Banco demandado por el incumplimiento de su obligación de pagar la prima a la aseguradora AIG Vida S.A. y lo condenó a pagar a los demandantes $67.986.834 por concepto de la suma asegurada, debidamente indexada y $90.854.559 por intereses de mora causados desde el 7 de junio de 2008; negó las excepciones propuestas y condenó en costas al accionado. No se pronunció en relación a los perjuicios morales solicitados.
Para decidir así, empezó por decir que están probadas y no fueron objeto de controversia, dos relaciones contractuales, una de cuenta corriente y de tarjeta de crédito entre el Banco Santander y la señora Rosalva (sic) Villegas de Ramírez; otra de seguro entre el mismo Banco, AIG Vida S.A. y José Fernando Ramírez Villegas. En ejercicio de la primera, la señora Villegas de  Ramírez autorizó debitar mensualmente el valor de la prima causada en el contrato de seguro. En ejecución de esa primera relación y en ejercicio del de tarjeta de crédito, la misma señora autorizó cargar mensualmente a ese último documento el valor de la prima causada en el seguro de vida de su hija Adriana María Ramírez Villegas, celebrado entre ella como asegurada, el mismo Banco como tomador y AIG Seguros S.A. como aseguradora.

Luego expresó que a los contratos de cuenta corriente y de tarjeta de crédito se les aplica el principio recíproco de lealtad entre el cliente y el Banco, lo que implica que este no puede modificar sus condiciones “sin la debida y suficiente información y aviso previo, que le cause detrimento en el patrimonio del cliente y dejando incólume la responsabilidad del banco”.

Concluyó que la señora Villegas autorizó el pago de la prima del seguro de su hijo José Fernando “para ser cargada a la cuenta corriente”; también que “en el contrato de seguro celebrado con Jose (sic) Fernando este no era cliente del Banco Santander ni estaba encargado de pagar la prima y también esta (sic) probado que el banco no le informó a José Fernando ni a la aseguradora que no había saldo en la cuenta corriente”; de haberlo hecho, hubiesen podido reaccionar para evitar la terminación del contrato.

Posteriormente, sin hacer referencia al nombre de la excepción que analiza, dijo que una de ellas se fundamentó en que como la señora Villegas no tuvo fondos en su cuenta corriente durante los meses comprendidos entre diciembre de 2007 y marzo de 2008, la aseguradora podía justificar la cancelación de la póliza y no pagar el siniestro, pero le “sorprende” al juzgado que si eso fuera así, hubiese contado con saldos para pagar la prima del seguro de Adriana María, si se tiene en cuenta que  en las tarjetas de crédito no se cuenta con esos saldos, sino con un cupo de endeudamiento que está ligado a una cuenta, como la corriente, o a un sobregiro que no está demostrado, se hubiese prohibido.

En relación con las excepciones de culpa exclusiva de la víctima y mala fe en el ejercicio de la acción, adujo que de acuerdo con los extractos bancarios de los meses atrás citados “no aparece que la prima de seguro de vida de  Jose (sic) Fernando Ramírez Villegas como asegurado apareciera como no pagada y que ella debía saber que no se había pagado la prima” porque, al contrario, de acuerdo con los resúmenes de las transacciones que obran a folios 123, 125, 127 y 129 del cuaderno No. 2, en el concepto de impagos pendientes, dice que todos equivalen a $0.00, con lo que se entiende que el Banco informaba a la señora Villegas que no le debía suma alguna a esa entidad o a terceros a quienes se les había autorizado pagar con  el débito de la cuenta corriente de la citada señora.

Aunque concluye que las excepciones propuestas no estaban llamadas a prosperar, las analiza nuevamente para decir que la de inexistencia de obligación a cargo del demandado ante la objeción de la aseguradora, los motivos esgrimidos por el Banco para no cancelar el valor de prima “no prosperaron” y por ende, igual suerte corre la excepción; se pregunta si esa justificación es aplicable a un seguro en el que el asegurado no era cliente del Banco demandado “y tomador del seguro”.

Expresó que de acuerdo con el artículo 1066 del Código de Comercio, era el tomador el obligado a pagar la prima, porque el señor Jose (sic) Fernando Ramírez no era cliente del Banco; que no hubo discusión en relación a que su valor debía debitarse de la cuenta corriente que la señora Rosalba tenía en el Banco Santander y si la cita señora no tenía saldo, “era problema del contrato de la cuenta corriente… y no del contrato de seguro entre AIG Vida S.A. y Jose (sic) Fernando Ramírez Villegas” y que la “solución” que ofrece la entidad demandada es vista desde la pespectiva (sic) de su cliente, pero desconoce el contrato celebrado con José Fernando.  

Concluye que existió responsabilidad del Banco por no pagar la prima a que se hace referencia, lo que causó la cancelación del contrato de seguro y que produjo perjuicios a los demandantes, los que liquida, junto con sus intereses.

El Banco demandado, inconforme con el fallo, lo apeló.

FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

1.- Alegó la apoderada que lo representa, que una cosa es la responsabilidad contractual por el no pago de la prima y otra la extracontractual “de los perjuicios sufridos por los beneficiarios” que no recibieron el valor asegurado por causas imputables a quien debía cancelarla, por lo que puede decirse que la demanda es inepta, sin que la facultad interpretativa del juez pueda llegar hasta desdibujar el alcance de la pretensión, y en este caso la actora invoca la primera de esas clases de responsabilidad.

En cuanto a la obligación del tomador de pagar la prima, contenida en el artículo 1066 del Código de Comercio, dice, se ha interpretado que esa norma es supletiva (sic) de la voluntad de los contratantes, que solo persigue llenar el vacío de lo que libremente quieran estipular y en este caso está probado que la señora Rosalba Villegas de Ramírez autorizó al Banco Santander debitar de su cuenta el valor de aquella de que se trata; la póliza fue contributiva porque la totalidad o parte de la prima es sufragada por uno o todos los integrantes del grupo asegurado; de acuerdo con los extractos bancarios, aquella señora no tuvo fondos suficientes de enero a marzo de 2008;  por ello crítica la valoración probatoria que hizo la funcionaria de primera sede en relación con esos documentos y aduce que de tal hecho solo es responsable la misma dama.

Esas razones sustentan también la excepción de mala fe en el ejercicio de la acción y también el hecho de que el no pago de la prima produce la terminación del contrato de seguro, sin que haya lugar a comunicación alguna; una persona medianamente prudente revisa sus extractos mensuales y debe saber con qué dinero cuenta y con mayor razón cuando ha adquirido obligaciones supeditadas a la provisión de fondos.

Solicita que por ser inepta la demanda, no se decida de fondo la cuestión; en caso contrario, se declaren probadas las excepciones propuestas y en consecuencia, se nieguen las pretensiones de la demanda.

2.- El apoderado de los demandantes formuló alegatos en esta sede y solicitó se confirmara la sentencia. Indicó, en resumen, que el Banco, como tomador del seguro, quedó autorizado para debitar de las cuentas de ahorro y de crédito y de la tarjeta de crédito el valor de la prima; que no resulta lógico que adquiridos otros seguros, se debitara esa suma de la cuenta corriente y de la tarjeta de crédito de la señora Rosalba Villegas de Ramírez y no se hiciera lo propio respecto de aquel que resultó afectado y que privó a los demandantes de obtener la indemnización una vez producido el riesgo amparado, por negligencia de la entidad demandada, todo lo cual les ocasionó un daño.
Aduce que otras obligaciones se debitaban de la cuenta corriente de la citada señora y el Banco no tenía autorización para determinar cuáles atendía y cuáles no; que en el mes de febrero se desembolsó un crédito en la citada cuenta; de acuerdo con “la noticia que se tiene proveniente y-o confesada por la misma parte demandada”, en los meses de enero y febrero existían fondos y se pregunta cómo entonces no se atendió el valor de las primas, para luego afirmar que todo eso obedeció a una omisión inexcusable del Banco demandado.
Expresó que en el texto de la póliza se consignó la autorización para debitar el valor de la prima de la tarjeta de crédito y de las demás cuentas de la señora Villegas y no podía dejar de cancelarla “así en esta no se manje (sic) fondos y sí un cupo de endeudamiento”; la misma dama tenía preaprobado el otorgamiento de sumas al descubierto o creación de sobregiros en su cuenta corriente y entonces el pago no estaba supeditado a la existencia de fondos, sin que se impidiera cargarla a su tarjeta de crédito; de decidir unilateralmente no realizar el débito, ha debido el Banco avisar a los beneficiarios de la póliza tal determinación;  en los acuerdos comerciales se encuentra ínsito el principio de la buena fe, en consonancia con el de la lealtad y la confianza legítima y el Banco tenía entonces que honrar sus compromisos, lo que no hizo.
CONSIDERACIONES 

1.- Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se hallan satisfechos, sin que se halle ausente el de demanda en forma, como lo propone la parte demandada en sus alegatos formulados en esta sede, al aducir que la demanda no es clara, porque se invocó una responsabilidad de naturaleza contractual, cuando se trata de una extracontractual, lo que a juicio de la Sala no constituye un argumento válido porque los hechos en que se sustentan las pretensiones hacen referencia a la obligación que dicen adquirió el Banco demandado y que incumplida, les causó perjuicios y de esa manera no hay como inferir que la responsabilidad que se endilga a esa entidad es la extracontractual. Además, hecho como ese ni siquiera se alegó mediante la formulación de la respectiva excepción previa.

Tampoco se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación y las partes se encuentran legitimadas en la causa.
2.- Con la acción instaurada pretenden los actores obtener se declare al Banco demandado civilmente responsable de sus obligaciones contractuales y en consecuencia, se le condene a pagarles los perjuicios materiales y morales que sufrieron.
3.- La jurisprudencia y doctrina han decantado que son elementos de la responsabilidad  civil contractual, los siguientes: a) la existencia de contrato válido; b) el incumplimiento imputable al deudor contractual; c) el daño y d) la relación de causalidad entre los dos últimos.
El fundamento fáctico de la responsabilidad que endilgan los accionantes al Banco Santander Colombia S.A., hoy Banco Corpbanca, es el incumplimiento a la obligación adquirida por este, de debitar de la cuenta corriente que tenía abierta en esa entidad la señora Rosalba Villegas de Ramírez, o de su tarjeta de crédito, la prima mensual correspondiente al seguro de vida que adquirió el señor José Fernando Ramírez Villegas.

El Banco, por su parte, aduce que su obligación era debitarla de la cuenta corriente de la citada señora, de existir fondos disponibles.

La existencia del compromiso a que aluden los actores, lo encuentran en “el texto del formulario-solicitud de seguro y-o certificado antes mencionado”
; es decir, en la póliza de seguro de vida grupo, distinguida con el No. 2003136, “de la cual da fe documentalmente el inicial certificado individual 00180025, del 25 de junio de 2005”
.

En el proceso obran las siguientes pruebas:

.- Copia de la póliza de seguro de vida grupo contributivo
, suscrita el 27 de junio de 2005, distinguida con el No. 00180025, póliza matriz No. 2003136, en la que figuran como asegurador AIG Colombia Seguros de Vida S.A.; tomador el Banco Santander;  asegurado José Fernando Ramírez Villegas, y beneficiarios Ramón Ramírez Gómez, Rosalba Villegas de Ramírez y Adriana Ramírez Villegas; la compañía asumió los riesgos de muerte por cualquier causa, la incapacidad total y permanente, enfermedades graves, segunda opinión médica y asistencia en viaje.
En relación con la vigencia, se indicó que se sujetaba a la de la póliza matriz y que la cobertura de ese certificado iniciaba a las 4:00 pm. del día siguiente al de la firma de ese certificado.

En tal documento se expresó: “Autorizo al Banco Santander Colombia S.A. para debitar el valor que corresponda al pago de la prima de seguro de acuerdo con las condiciones señaladas en el presente certificado. El débito autorizado se podrá realizar durante el tiempo y oportunidad estipulados en este documento para el pago de la prima y siempre que existan en cualquiera de mis cuentas bancarias (ahorro o corriente) y tarjetas de crédito, fondos disponibles. Igualmente me obligo a dar información por escrito del cambio de cualquiera de ellas. Esta autorización regirá durante el período de vigencia del presente contrato de seguro y sus renovaciones.”
Y lo suscriben personas autorizadas de la empresa aseguradora, del Banco tomador y el asegurado.
.- Copia de la póliza de seguro de vida AIG
, distinguida con el No. 2003136 y certificado No. 00180025, en la que figuran como asegurador AIG Seguros de Vida; tomador el Banco Santander Colombia S.A.; asegurado José Fernando Ramírez Villegas, y beneficiarios Ramón Ramírez Gómez, Rosalba Villegas de Ramírez y Adriana Ramírez Villegas; la compañía asumió los riesgos de muerte por cualquier causa, la incapacidad total y permanente, enfermedades graves, segunda opinión médica y asistencia en viaje, con vigencia desde el 27 de junio de 2007 “HASTA: Anualmente se renovará de forma automática en certificado de seguro, según el numeral 13 de las condiciones generales de la póliza”

.- Copia de un oficio con fecha 10 de marzo de 2006, por medio del cual la señora Rosalba Villegas de Ramírez, autoriza al Banco Santander el débito automático de su tarjeta de crédito visa No. 4508225122070891 “por póliza de vida aperturada (sic) a mi hija ADRIANA MARIA RAMÍREZ VILLEGAS”

En tales documentos no puede hallarse la existencia de la obligación que dicen los demandantes incumplió el Banco demandado y sobre la que edifican su responsabilidad. 

En efecto, aunque en la póliza de seguro de vida grupo contributivo, suscrita el 27 de junio de 2005, distinguida con el No. 00180025, póliza matriz No. 2003136, se autorizó al Banco Santander Colombia S.A. debitar el valor que corresponda al pago de la prima de seguro de cualquier cuenta bancaria y de tarjetas de crédito, siempre y cuando se cuente con fondos disponibles, no expresa quién dio esa autorización, sin que pueda considerarse que lo fue la señora Rosalba Villegas de Ramírez, porque ella no suscribió el documento de que se trata.

Los demás relacionados tampoco dan cuenta del deber que se dice desconocido por la entidad demandada.

A pesar de lo anterior, esta última aceptó que se obligó a debitar de la cuenta corriente de que es titular es la señora Rosalba Villegas de Ramírez, el valor de la prima correspondiente al seguro de vida grupo de que se ha venido haciendo alusión, siempre y cuando se contara con fondos suficientes para ello y esas manifestaciones constituyen una confesión, que por reunir los requisitos del artículo 195 del Código de Procedimiento Civil, debe tenerse como prueba. 

De acuerdo con los extractos bancarios que se incorporaron al proceso en la etapa probatoria y concretamente los que corresponden a los meses de enero a marzo de 2008, la cuenta corriente No. 367—02674-7, a nombre de la señora Rosalba Villegas de Ramírez
, no tuvo saldos suficientes para cancelar el valor de la prima mensual, que de acuerdo con los hechos de la demanda, ascendía a $47.526.

Por tanto, la entidad demandada no tuvo forma de atender la obligación a que se comprometió y que de acuerdo con los argumentos hasta aquí expuestos, era la de debitar el valor de las primas del contrato de seguro adquirido por José Fernando Ramírez de Villegas, el valor de su cuenta corriente, siempre y cuando tuviera fondos disponibles.

Alegan los demandantes que el compromiso se extendía hasta cargar a la tarjeta de crédito de la misma señora el valor de la prima del contrato de seguro. Sin embargo, ninguna prueba obra en el proceso que acredite la existencia de tal obligación y  sobre aquellos pesaba la carga de la prueba de acuerdo con el artículo 1757 del Código Civil, según el cual “Incumbe probar las obligaciones o su extinción al que alega aquellas o esta".

En conclusión, como en el asunto bajo estudio no se acreditó que el Banco demandado haya incurrido en responsabilidad de naturaleza contractual, ante la inexistencia de una obligación a cargo suyo, que insatisfecha justificara exigir su cumplimiento, no resultaba procedente acceder a las pretensiones de la demanda.

4.- Para la Sala no tienen acogida los argumentos del fallo de primera instancia  que encontró la existencia de la obligación a cargo del Banco y que se dice incumplida, en un contrato de cuenta corriente suscrito entre aquel y la señora Rosalba Villegas de Ramírez, que no obra en el proceso; también en la autorización que la citada señora concedió de manera expresa para cargar mensualmente de su tarjeta de crédito el valor de la prima causada en el seguro de vida de su hija Adriana María Ramírez Villegas, a pesar de que se trata de un contrato de seguro diferente al que interesa en este asunto.

5.- Tampoco los que expuso el apoderado de los demandantes en esta sede, de acuerdo con lo que se ha expuesto a lo largo de esta providencia. Además, porque el hecho de que el valor de la prima de otros seguros se descontaran también de la tarjeta de crédito de la señora Rosalba Villegas de Ramírez, no prueba que el Banco se hubiese comprometido a hacer lo mismo en relación con el que adquirió el señor José Fernando Ramírez Villegas; lo relacionado con la prioridad respecto de las diferentes obligaciones que descontaba el Banco de la cuenta corriente de la citada señora fue asunto que no se controvirtió en el plenario, de manera que no hay forma de establecer si al respecto algo pactaron las partes; no se probó que en el mes de febrero de 2008 se le haya desembolsado un crédito, ni que haya tenido en su haber, fondos para cancelar la prima; tampoco de la existencia de dinero suficiente para ese mismo fin con la confesión del demandado, que sobre ese hecho no se produjo.

Ni se acreditó la obligación de la entidad demandada en avisar a los demandantes sobre el no débito a que se hace referencia, sin que pueda pasarse por alto que la titular de la cuenta corriente ha debido revisar sus extractos mensuales para percatarse de lo que estaba acaeciendo.

6.- En consecuencia, se revocará el fallo impugnado y se condenará a los actores a pagar las costas causadas en ambas instancias.
Para la mayoría de la Sala no es del caso fijar agencias en derecho, por cuanto se trata de tema ajeno al recurso de apelación y por ende, se aplica el Código General del Proceso.
Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 14 de julio de 2014, en el proceso ordinario que promovieron los señores Ramón Ramírez Gómez, Rosalba Villegas de Ramírez y Adriana María Ramírez  Villegas contra el Banco Santander Colombia S.A., hoy Banco Corpbanca.
SEGUNDO: Se niegan las pretensiones de la demanda.

TERCERO: Se condena a los demandantes a pagar las costas causadas en ambas instancias a favor de los demandados. 

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Con salvamento parcial de voto

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Ver hecho quinto de la demanda


� Ver hecho tercero de la demanda


� Folio 9, cuaderno No. 1


� Folio 9, cuaderno No. 1


� Folio 11, cuaderno No. 1


� Folio 18, cuaderno No. 1


� Ver folios 124 a 129 del cuaderno No. 2
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